Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala II; ASESORIA GENERAL TUTELAR (OFICIO Nº 4355/08) c/ GCBA. 17-06-2010. Causa Nº 34582-0
///nos Aires, 17 de junio de 2010. VISTO: el recurso de apelación interpuesto por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires —en adelante GCBA— contra la sentencia de primera instancia glosada a fs. 62/65 que hizo lugar a la acción de amparo promovida y, CONSIDERANDO: 1. Que, la Asesoría General Tutelar inició la presente acción contra el GCBA por “violación al derecho a la información, y en virtud de las facultades de investigación que el art. 20 de la ley 1903 otorga a los integrantes del Ministerio Público, estableciendo que los mismos pueden requerir, para el mejor cumplimiento de sus funciones...” (v. fs. 1). Agregó que el objeto que se persigue, es que la Sra. Presidente del Consejo de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, ofrezca respuesta a los oficios AGT Nº 4355/08, AGT Nº 1357/09 y AGT Nº 1444/09, a través de los que se solicitó información sobre 267 niños, niñas y adolescentes, que se encuentran pendientes de relevamiento por el Equipo de Acciones Descentralizadas del Consejo citado. 2. Que, a fs. 62/65, la Sra. juez de la instancia anterior, hizo lugar a la acción de amparo incoada por la Asesoría Tutelar General e intimó al GCBA a informar sobre los puntos pendientes de las peticiones formuladas en los oficios detallados en el parágrafo anterior, en el plazo de 10 (diez) días. 3. Que, contra el resolutorio de grado se alzó la demandada, mediante el que únicamente se agravió por el plazo ordenado en la sentencia de grado, solicitando uno no menor a treinta días para contestar. 4. Que, corrido el traslado de ley, a fs. 70/73 contestó la actora y solicitó el rechazo de lo pretendido por la demandada. 5. Que, a fs. 74/94 el GCBA acompañó información de los 157 niños, en cumplimiento de la manda judicial. 6. Que, a fs. 96 vta., corrido que fuera el traslado de la presentación anterior, la Asesoría General Tutelar, sostuvo que “se ha omitido suministrar la información requerida en relación a la fecha de primer ingreso a una institución de albergue y carátula del expediente judicial y en particular en los 27 casos contenidos en el ítem I del mentado listado...” Asimismo, agregó que en la información suministrada, había niños que estaban computados dos veces y otros, ajenos al universo de casos transferidos mediante el Acta del 6/09/06. Atento lo precedentemente expuesto, solicitó continuar con el trámite iniciado, dándose cumplimiento a la totalidad de la información requerida en el oficio AGT 4355/08. 7. Que, a fs. 100/123 la demandada adjuntó copia del informe presentado a fs. 74/94 y, previa vista a la Asesoría Tutelar ante la Cámara —v. fs. 126/vta.— a fs. 127 pasaron los presentes a resolver. 8. Que, detallados los antecedentes que dieran origen a la intervención de esta Alzada, corresponde destacar que el agravio de la actora, a estas alturas, se ciñe en pretender de la demandada que complete el informe presentado a fs. 74/94, de acuerdo a los datos comprendidos en el oficio 4355/08 que se encuentra glosado a fs. 17. De acuerdo a las constancias de autos, es dable destacar que la pretensión de la accionante, data del mes de octubre del año 2008, habiendo dado la demandada cumplimiento parcial a la información solicitada, recién el 11/02/2010, es decir más de un año después de formulado el requerimiento. Lo expuesto, demuestra a las claras la reticencia del GCBA en dar una respuesta integral a lo peticionado por la actora en el año 2008 y reiterada en varias oportunidades, en clara violación a lo dispuesto en el art. 1º de la Ley Nº 104 de Acceso a la Información. Surge del sub lite, que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no ha dado cumplimiento a las estipulaciones de la Ley 104. Por tal motivo, no resiste el menor análisis, ni se compadece con los paradigmas de un Estado fundado en ideales republicanos que no pueda responderse con la debida diligencia, a través de sus órganos, informando sobre cuestiones de interés de la ciudadanía. Más aún cuando a quién se lo solicita es la Sra. Presidenta del Consejo de Niñas, Niños y Adolescentes. Al respecto se ha dicho que “el ideal democrático prevé una ciudadanía atenta a los desarrollos de la cosa pública, informada sobre los acontecimientos políticos, al corriente de las principales cuestiones, capaz de elegir entre las distintas alternativas propuestas por las fuerzas políticas y comprometida de manera directa o indirecta en forma de participación” (conf. Sani, Giacomo, “Voz: participación política”, en Bobbio, Norberto y Otros, Diccionario de Política, Mexico, Ed. Siglo XXI 1995, pag. 1138, Citado por Amirato Aurelio, Scheibler Guillermo y Trípoli Pablo en su sesudo artículo “Ley 104 de Acceso a la información de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” publicado en La Ley Suplemento de Jurisprudencia de Derecho Administrativo del 20/09/03). (lo resaltado me pertenece).- La sola posibilidad de estar en presencia de un acto por el que se niega el derecho a la información, merece por parte de la autoridad pública y del Poder Judicial en particular, un especial celo. No resulta aceptable en una democracia participativa que algún funcionario colija que ante un pedido de informes, como el aquí solicitado, pueda disponer libremente y a su antojo el momento de evacuarlo. Las prácticas del absolutismo monárquico, en las que se confundían las personas del rey y del estado (L´etat, c’est moi, de Luis XIV), han sido sepultadas con el constitucionalismo en todas sus variantes, dándose así por tierra con la personalización del poder. El poder es popular o, en una verdadera democracia participativa, debe serlo. Y si algún desvío se produce, de lo cual ningún sistema político por perfecto que sea está exento, las propias instituciones están llamadas a conjurarlo. En el caso y en relación con la información sobre el asunto, corresponde a este Poder Judicial, exigir el cabal cumplimiento de la obligación de informar por parte del Poder Ejecutivo. Es oportuno señalar además que, el art. 1 de la Ley Nº 104 de Acceso a la Información, establece que toda persona tiene derecho, de conformidad con el principio de publicidad de los actos de gobierno, a solicitar y a recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna, de cualquier órgano perteneciente a la administración central, descentralizada, entes autárquicos, empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades del Estado, de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias, del Poder Legislativo y del Judicial, en cuanto a su actividad administrativa y de los demás órganos establecidos en el Libro II de la Constitución local, con los alcances y límites previstos en los arts. 2 y 3 de la Ley. El art. 8 dispone que si la demanda de información no hubiese sido satisfecha dentro del plazo previsto en el art. 7 de la Ley, 10 días hábiles, prorrogables por excepción por otros 10 días, cuando medien circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada; o si la respuesta a la requisitoria hubiere sido ambigua o parcial, se considera que existe negativa de la Administración a brindarla, quedando habilitada la acción de amparo ante el fuero contencioso administrativo local. En tales condiciones, toda vez que de las constancias de autos no surge que la demandada se haya expedido en los términos de la Ley 104, información completa, adecuada y oportuna, respecto de la solicitud efectuada por la actora mediante los correspondientes oficios y, encontrándose ampliamente vencidos los plazos fijados por el art. 7, corresponde confirmar el plazo dispuesto por la jueza de grado, con el fin de cumplir con lo ordenando a fs. 62/65 (consentido por la demandada). Así las cosas, corresponde sin más, ordenar al GCBA, que en el plazo perentorio de 10 (diez) días, complete la información requerida por la actora, en los términos de la sentencia de grado. Por lo precedentemente expuesto, este Tribunal RESUELVE: I. Rechazar el remedio procesal intentado por la demandada. II. Ordenar al GCBA a que en el plazo perentorio de 10 (diez) días complete la información requerida por la Asesoría General Tutelar en los términos del Oficio AGT Nº 4355/08. Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.-
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